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SERVICIOS JURÍDICOS

INFORME ACERCA DE LA EVENTUAL ADHESIÓN DEL PARLAMENTO DE NAVARRA A LOS RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD INTERPUESTOS CONTRA LA LEY ORGÁNICA 8/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, PARA LA MEJORA DE LA CALIDAD EDUCATIVA (LOMCE)
Pamplona, 27 de marzo de 2014

Mediante Acuerdo de la Junta de Portavoces de 17 de marzo pasado, se resolvió que el Parlamento de Navarra se adhiriese a los recursos interpuestos contra la LOMCE. El Letrado Mayor que suscribe, en su calidad de Jefe de la Asesoría Jurídica de la Cámara, ante las graves dificultades y óbices de carácter jurídico-procesal que plantea la formalización ante el Tribunal Constitucional de la adhesión acordada, emite el siguiente
INFORME 

ACERCA DE LA EVENTUAL ADHESIÓN DEL PARLAMENTO DE NAVARRA A LOS RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD INTERPUESTOS CONTRA LA LEY ORGÁNICA 8/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, PARA LA MEJORA DE LA CALIDAD EDUCATIVA (LOMCE)
1. La cuestión acerca de la posibilidad jurídico-procesal de la adhesión del Parlamento de Navarra a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instituciones contra normas con rango de ley ya fue abordada por estos Servicios Jurídicos en su informe de 5 de julio de 2013, a petición expresa de la Junta de Portavoces. En dicho informe se concluyó de forma inequívoca en la imposibilidad de formular dicha actuación procesal, en consideración a lo dispuesto en la Constitución Española (CE) y en la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional (LOTC). Es menester resaltar lo que se sostuvo en aquel informe:
“La LOTC no contempla la posibilidad de que una institución legitimada para interponer un recurso de inconstitucionalidad se pueda adherir al interpuesto por otras. Además las razones en las que puedan fundarse las distintas impugnaciones pueden ser y serán diferentes, en función del sujeto legitimado que las presente ya que uno de los parámetros que hay que tener en cuenta para enjuiciar la posible inconstitucionalidad de una norma con rango de ley lo constituyen los diferentes Estatutos de Autonomía que, como es sabido, no contienen en todos sus aspectos las mismas previsiones. Esta diferencia es aún más notoria en el caso de Navarra, por su régimen foral.”

Así pues, a las estrictas razones jurídicas fundamentadoras de la imposibilidad de la adhesión, en virtud de la normativa de aplicación (CE y LOTC), se añadían otras de propia coherencia procesal, dimanantes de la dificultad de cohonestar las pretensiones deducidas en los recursos con la regulación competencial y de otro orden contenida en Estatutos de Autonomía de otras CCAA no recurrentes. En efecto, las previsiones estatutarias podían ser diferentes y se enfatizaba que “esta diferencia es aún más notoria en el caso de Navarra, por su régimen foral.”
Y se puntualizaba, muy oportunamente, en dicho informe lo siguiente:

“No obstante lo anterior el efecto que quizás pudiera pretenderse con la adhesión que se plantea –una declaración general sobre la constitucionalidad de una norma legal- puede obtenerse de todas formas porque las Sentencias del Tribunal Constitucional que se puedan dictar al resolver los recursos interpuestos por otras instituciones que se publicarán en el Boletín Oficial del Estado tienen, tal como dispone el artículo 164 CE valor de cosa juzgada a partir del día siguiente al de su publicación (no cabe recurso alguno contra ellas) y las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho tienen efectos frente a todos.

A este mismo efecto hace referencia el artículo 38 LOTC en el que se establece que las sentencias dictadas en recursos de inconstitucionalidad tendrán el valor de cosa juzgada, vincularan a todos los poderes públicos y producirán efectos generales desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.”

Aplicado a nuestro caso, quiere decirse que la declaración sobre la constitucionalidad de los preceptos recurridos de la LOMCE, que en su día dicte el TC, es de carácter general y tendrá efectos frente a todos. Por tanto –con adhesión o sin adhesión a los recursos interpuestos, si esto último fuera posible, que a nuestro juicio no lo es-, el pronunciamiento que en su día dicte el TC regirá en Navarra –como en el conjunto del Estado- con el valor de cosa juzgada y con efectos “erga omnes”, como es propio a toda sentencia del supremo intérprete de la Constitución, dictada en los recursos de inconstitucionalidad.
2. Sentado que la CE y la LOTC no posibilitan el trámite de adhesión, se ha de analizar la argumentación esgrimida en la Junta de Portavoces al proponerse la adopción del acuerdo que nos ocupa. En la sesión ya calendada se adujo que procedía la aplicación supletoria de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), en la que se contemplaba el trámite de adhesión a los recursos. El suscribiente recordó la imposibilidad procesal de tal trámite, remitiéndose al informe de los Servicios Jurídicos ya referidos. Pues bien, así las cosas, es preciso abundar en las razones que abonaron nuestro criterio y aportar otras que nos reafirman en él.

En efecto, en primer lugar, acerca de la legislación procesal supletoria de la LOTC, establece el art. 80 de esta Ley Orgánica:

“Se aplicarán, con carácter supletorio de la presente Ley, los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en materia de comparecencia en juicio, recusación y abstención, publicidad y forma de los actos, comunicaciones y actos de auxilio jurisdiccional, día y hora hábiles, cómputo de plazos, deliberación y votación, caducidad, renuncia y desistimiento, lengua oficial y policía de estrados.”

No rige, por tanto la LJCA con carácter supletorio a la LOTC, sino la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) y la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC). Además, entre las materias enumeradas, susceptibles de aplicación supletoria, no se encuentran ni el régimen de los recursos ni la eventual adhesión a ellos. Hemos de enfatizar de nuevo, por tanto, que la adhesión a los recursos de inconstitucionalidad es un trámite no previsto ni en la CE ni en la LOTC, un trámite inexistente, por tanto, y que no puede pretenderse introducir en la jurisdicción constitucional mediante la aplicación supletoria de otras normas procesales, dado que la materia de que se trata no es susceptible de supletoriedad.
3. En el supuesto de que se entendiese, en contra de lo que sostenemos nosotros, que también en esta materia rige supletoriamente la LEC, es preciso matizar la forma en que la jurisprudencia puntualiza el régimen de la supletoriedad. Por todas, puede traerse a colación, como ejemplo inequívocamente representativo, lo sostenido en la STC 230/2006, que reza así:
“Por otra parte, en cuanto a la aplicabilidad del art. 135.1 de la Ley de enjuiciamiento civil al recurso de amparo que aduce la recurrente en su escrito presentado el 22 de junio de 2005, conviene recordar que este Tribunal, en ATC 138/2001, de 1 de junio, FJ 4 (cuya doctrina reiteramos en AATC 212/2001, de 16 de julio, FJ 2, y 243/2001, de 26 de julio, FJ 2, así como en STC 64/2005, de 14 de marzo, FJ 5), ha señalado que la nueva Ley de enjuiciamiento civil no ha podido afectar a nuestra doctrina sobre el cómputo de plazos establecido en el art. 44.2 LOTC, de manera que “no resulta posible la aplicación supletoria de lo previsto en el artículo 135.1 de la nueva Ley de enjuiciamiento civil, que permite presentar escritos hasta las quince horas del día siguiente del vencimiento del correspondiente plazo en la Secretaria del Tribunal o, de existir, en la oficina o servicio de registro central que se haya establecido”, pues “la supletoriedad prevista en el art. 80 LOTC sólo cabe aplicarla en defecto de específica previsión o regulación en nuestra Ley Orgánica o en los acuerdos adoptados por el Tribunal en ejercicio de sus específicas competencias (por todos AATC 840/1985, 884/1985, 184/1987, 72/1991, 228/1991, 127/1992 ó 46/1998)” y, además, “tal aplicación supletoria sólo será posible en la medida en que no vaya contra la Ley Orgánica y sus principios inspiradores (por todas STC 86/1982, de 23 de diciembre, FJ 2, y ATC 260/1997, de 14 de julio, FJ 4)”, siendo así que “la ampliación del plazo de interposición del recurso de amparo hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento del mismo, conforme a lo previsto en el art. 135.1 de la nueva Ley de enjuiciamiento civil, vendría a suponer un desconocimiento de lo establecido en el art. 44.2 LOTC y de la aludida doctrina del Tribunal respecto de los principios que inspiran dicho plazo, habida cuenta de que, en realidad, tal previsión vendría a permitir que el recurso de amparo se interpusiese el día vigésimo primero contado desde el que debe ser considerado como inicial”.
Así pues, la supletoriedad de la LEC solo cabe “en la medida en que no vaya contra la Ley Orgánica y sus principios inspiradores”. Seguidamente razonaremos cómo la adhesión pretendida por el acuerdo de la Junta de Portavoces nada tiene que ver con los supuestos de adhesión a los recursos de apelación y casación previstos en algunas leyes procesales. Aunque quizá hubiéramos debido decir ya, y en primer lugar, que la vigente LEC no contempla la adhesión al recurso de apelación que se previese en la LEC de 1881 y cuyo sentido y alcance era tan radicalmente diverso a la acordada adhesión a un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por otras instituciones.

4. En efecto, la LEC de 1881 preveía la adhesión tanto para el juicio de mayor cuantía (art. 858 LEC de 1881) como para el de menor cuantía (art. 705 LEC de 1881) y aún en los juicios verbales (art. 735 LEC de 1881). Así, por ejemplo, para el caso de que una de las partes apelase la sentencia dictada por el Juzgado competente ante la correspondiente Audiencia, establecía el art. 705 de la antigua LEC:
“Recibidos los autos en la Audiencia, y personado el apelante dentro del plazo de emplazamiento, podrá el apelado, en los seis días siguientes, adherirse a la apelación sobre los puntos en que crea perjudicial la sentencia, sin razonar esta pretensión y acompañando copia del escrito para entregarla al apelante.”
En el caso de la LJCA y de la vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal (art. 790) se contempla también la posibilidad de adhesión a la apelación. Así, por aludir al caso de la LJCA (citado en la sesión de la Junta de Portavoces), en el supuesto de que la sentencia dictada por el Juzgado correspondiente sea recurrida en apelación por una de las partes, establece el art. 85.4:
“4. En el escrito de oposición, la parte apelada, si entendiera admitida indebidamente la apelación, deberá hacerlo constar, en cuyo caso el Secretario judicial dará vista a la apelante, por cinco días, de esta alegación. También podrá el apelado, en el mismo escrito, adherirse a la apelación, razonando los puntos en que crea que le es perjudicial la sentencia, y en este caso el Secretario dará traslado al apelante del escrito de oposición por plazo de diez días, al solo efecto de que pueda oponerse a la adhesión.”

Así pues, el instituto de la adhesión conforme a la normativa procesal de referencia, en primer lugar, no se inserta en el momento inicial del planteamiento de un recurso o de una demanda, sino en el posterior al fallo, y una vez interpuesto –normalmente- recurso de apelación contra la sentencia dictada en primera instancia. En segundo lugar, mediante este mecanismo –equívocamente denominado de “adhesión” o de “apelación adhesiva”- no se arbitra una suerte de apelación coadyuvante, común e idéntica a las pretensiones del primer apelante frente a la sentencia dictada. Muy al contrario, la adhesión constituye simplemente la apelación propia del apelado, bien oponiéndose solo al recurso o bien impugnando el propio fallo ya recurrido para obtener otro que le sea más favorable. En tercer lugar, finalmente, solo están facultados para adherirse a la apelación quienes hayan sido partes en el proceso y resultan afectados por la sentencia recurrida, lo cual es del todo lógico en la economía procesal del mecanismo de adhesión y pese a lo equívoco del término.
Es preciso resaltar que ha sido precisamente la equivocidad del término lo que ha motivado que la nueva LEC del año 2000 prescinda del concepto de la adhesión a la apelación, sin que –naturalmente- desaparezcan las garantías del apelado ínsitas a dicho mecanismo, conforme a la normativa anterior, y que se mantienen íntegramente en la vigente. Todo lo cual se explica en el preámbulo de la LEC de la siguiente forma:
“Cabe mencionar que la presente Ley, que prescinde del concepto de adhesión a la apelación, generador de equívocos, perfila y precisa el posible papel de quien, a la vista de la apelación de otra parte y siendo inicialmente apelado, no solo se opone al recurso sino que, a su vez, impugna el auto o sentencia ya apelado, pidiendo su revocación y sustitución por otro que le sea más favorable.”
Pues bien, no se contempla la adhesión en la LEC, por lo que está de más el planteamiento siquiera de la aplicación supletoria de este mecanismo a los procesos de inconstitucionalidad. Lo decisivo, sin embargo, es que la adhesión –prevista en la derogada LEC y presente en la LJCA y en la LECr.- es un trámite procesal que nada tiene que ver con la adhesión pretendida. Más bien su significado es antagónico.

En efecto, la adhesión acordada por la Junta de Portavoces, correctamente alineada con lo que es su significado propio, tiene por objeto sumarse a las pretensiones formuladas en los diversos recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra la LOMCE, abrazándose a su formulación. Lejos, pues, de su finalidad oponerse a dichos recursos o plantear otras pretensiones, como era lo propio de la adhesión en la antigua LEC y hoy lo es también en la LJCA y en la LECr., sino exactamente todo lo contrario. Obvio es, por lo demás, que –a diferencia de lo que ocurre en dicha legislación procesal- la adhesión pretendida se intenta actuar con anterioridad a la emisión del auto o la sentencia objeto de apelación, ya que no existen tales actos, ajenos por completo al objeto del recurso de inconstitucionalidad. Como notorio resulta, asimismo, que este Parlamento no es parte en el eventual proceso constitucional ya entablado respecto a la LOMCE. Enfatizaremos de nuevo, por ello y a nuestro juicio, la plena ausencia de cualquier semejanza o paralelismo entre el instituto de la adhesión procesal a la apelación o a otra clase de recursos y la que se ha acordado actuar ante los recursos de inconstitucionalidad hipotéticamente interpuestos por otras instituciones legitimadas frente a la LOMCE.
Realmente, en nuestro caso, la pretensión de adhesión no es materialmente sino la asunción por el Parlamento de Navarra del rol de coadyuvante incondicionado respecto a posibles recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra la LOMCE. Un rol procesal que se pretende actuar fuera del plazo establecido para la interposición del recurso y desconociendo el contenido y alcance de los posibles recursos entablados. En suma, una acción procesal no permitida por la LOTC e incompatible con “sus principios inspiradores”.

5. A nuestro juicio, con lo razonado, debería bastar para reconsiderar el Acuerdo de la Junta de Portavoces que nos ocupa. Pero existen, además, inconvenientes de orden práctico para la articulación de la “adhesión” acordada:

· En lógica coherencia con lo previsto en la LOTC, el Reglamento del Parlamento de Navarra no prevé ni faculta a la Cámara para formular “adhesiones” a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instancias. La interposición de recursos de inconstitucionalidad requiere acuerdo del Pleno de la Cámara. De ser posible, que a nuestro juicio no lo es, la adhesión a otros recursos de inconstitucionalidad entablados, ¿debería acordarlo el Pleno o bastaría con el Acuerdo de la Junta de Portavoces?
· Como es connatural al régimen procesal establecido en la LOTC, el TC ni ha dado ni dará traslado a este Parlamento de los recursos interpuestos contra la LOMCE, a la luz de lo dispuesto en el art. 34 de la LOTC. Rastreado el BOE hasta la fecha de hoy, no consta que haya sido admitida a trámite demanda alguna contra la Ley Orgánica citada. Con independencia de las manifestaciones que pueda realizar este Parlamento en el ámbito de lo político, desde el prisma del rigor y la coherencia jurídica dista mucho de ser lo más pertinente formular una adhesión procesal carente de todo sustento en derecho y referida a eventuales e ignotos recursos, cuya interposición se desconoce, cuya admisión –en cualquier caso- no ha tenido lugar y cuyas pretensiones y fundamentaciones –por todo lo anterior- ni son accesibles ni es dado que lo sean con carácter formal. Una tal pretensión de adhesión en blanco repugna los más elementales principios de un diligente proceder procesal.
· No nos consta que en los más de treinta años de andadura del TC se haya presentado una sola vez una forma de “adhesión” como la acordada por la Junta de Portavoces. Desde luego, no hay referencia a ello en ninguno de los Autos y Sentencias dictados por el TC, según nuestra propia comprobación. Tales circunstancias no carecen de significación.

En suma, a nuestro juicio, concurren en el caso óbices de carácter jurídico, de orden procesal y material, que hacen inviable la formulación de la “adhesión a los recursos de inconstitucionalidad” eventualmente interpuestos contra la LOMCE por otras instituciones legitimadas. Este Letrado Mayor –como responsable de la dirección de los Servicios Jurídicos de la Cámara- ha considerado de la máxima importancia evacuar y elevar a V.E. las precedentes consideraciones al objeto de que se adopten las decisiones que se estimen pertinentes en relación con el Acuerdo de la Junta de Portavoces que nos ha ocupado.
Lo que se informa y eleva a V.E. a los efectos oportunos.

Pamplona, 27 de marzo de 2014
El Letrado Mayor,
Miguel Esparza Oroz
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